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			INTRODUCCIÓN 

			De perfecta a olvidadiza, la Transición al alejarse en el tiempo se va integrando en la historia larga, lo que permite lecturas más matizadas. Este segundo volumen es el resultado de una reflexión conjunta llevada a cabo por investigadores de las universidades de Cádiz y Paris Nanterre, en colaboración con el Colegio de España en París y el apoyo de su director Juan Ojeda, que ha permitido la presencia de prestigiosos invitados en los encuentros que regularmente se han venido celebrando en junio en el Colegio de España de París desde hace una década cuando se iniciaron gracias al apoyo de su entonces director Javier de Lucas. Los textos corresponden a varios encuentros anuales, y, como destaca Javier de Lucas, esto significa que la situación en España, como a nivel mundial con el brexit, la elección de Donald Trump como presidente de los EE. UU., la de Emmanuel Macron en Francia, ha cambiado radicalmente. Eso hace imprescindible una mirada retrospectiva. Hay una aspiración al cambio que en España se ha concretado con la parálisis del sistema político durante casi un año, antes de volver a investir a Mariano Rajoy. La vida política basada en dos grandes partidos profundamente comprometidos con el sistema conoce una profunda crisis, aunque las divisiones entre los partidos emergentes les impiden acceder al poder. En todo caso, es palpable que crece el rechazo a unos políticos profesionales, a menudo implicados en casos de corrupción y escándalos financieros, que profundizan el divorcio con una ciudadanía ávida de una mayor ejemplaridad y transparencia. 

			La primera parte está dedicada a «Ciudadanía, democracia y desobediencia civil». El capítulo de Javier de Lucas1 plantea al inicio de este volumen las distintas caras del malestar presente, destacando dos fenómenos que se han ido agravando esos últimos años y que se pueden observar en gran parte de los capítulos: la «desafección política» y el «miedo al futuro». Su texto remite a los más destacados pensadores, politólogos y filósofos que han reflexionado sobre este tema, Rancière,2 Balibar…, y el propio Laclau (1935-2014), el politólogo argentino que en buena medida inspiró en un primer momento a Podemos.3 Javier de Lucas advierte que, en ciertos casos, la desobediencia civil es un deber, como se pudo comprobar en la Francia de los años cuarenta, y concluye, en sintonía con los autores señalados, que la democracia es una lucha continua4 y es preciso mantenerla siempre viva.5

			La mundialización, la crisis, las esperanzas frustradas, la decepción han contribuido a deteriorar la imagen de unos políticos profesionalizados que parecen haber perdido el contacto con la realidad fragilizando la democracia. No es la primera vez que se habla de crisis de la democracia, pero hoy pugnan por llegar al poder unos populistas reaccionarios, que esgrimen viejas recetas hipernacionalistas y xenófobas, y el eco mediático que alcanzan no hace sino amplificar el impacto social del fenómeno. Las drásticas políticas de rigor impuestas en España en nombre de la crisis afectaron a los más frágiles y desacreditaron un sistema democrático que se mostraba incapaz de cumplir sus promesas de libertad y de igualdad entre los ciudadanos. En el caso francés, el estado de urgencia desde los atentados del Bataclan, la noche del 13 de noviembre de 2015, ha contribuido también a erosionar la credibilidad del sistema democrático. Igualmente, en el conjunto de Europa, la llamada «crisis de los refugiados» ha golpeado duramente a unas democracias que en la práctica contradicen sus propios principios. La «militarización» de las fronteras europeas, además de la brutalidad de los métodos aplicados,6 potencia una crisis europea que el brexit ha puesto también de relieve.

			El carácter pluridisciplinar de esta reflexión permite dar ejemplos colectivos que revelan este malestar, pero también soluciones posibles. En nombre de la crisis se impusieron unas políticas de ajuste duro que afectaron a los más frágiles, ensombreciendo el recuerdo de las esperanzas nacidas al final del franquismo. Este ambiente de lucha por las libertades se reconstruye en varios capítulos de este libro, que muestran el dinamismo de las asociaciones. José María Manjavacas se interroga sobre cómo se ha ido imponiendo la desafección hacia la política, que ha acabado con un movimiento asociativo pujante a finales del franquismo. En su relato explica cómo las prácticas de participación directa, que hacían que los ciudadanos se sintieran implicados en el sistema democrático, se vieron suplantadas por la institucionalización de los movimientos (vecinal, feminista, etc.), perdiendo su autonomía y cediendo el poder a los políticos profesionales. El texto aporta una ventana de esperanza, basada en experiencias sobre el terreno: si los partidos tradicionales controlan todo el ámbito político-institucional, el protagonismo de los jóvenes en las redes sociales y las nuevas tecnologías puede contribuir a cambiar el panorama. 

			María Antonia Ribón destaca el eje común de este enfoque pluridisciplinar: «la demanda de regeneración democrática experimentada en España desde el inicio de la crisis de 2008» que ha ido aumentando paralelamente a la crisis, interrogando las relaciones entre capitalismo y democracia en publicaciones de sindicatos y movimientos sociales, ya sean ecologistas, feministas o pacifistas. Como reacción al deterioro de la situación y al creciente malestar generado parece que vuelven a aparecer unos movimientos dinámicos que actúan al margen del sistema. Siendo clave la fecha de 2003 en la que, con una masiva manifestación en contra de la guerra de Iraq, una guerra decidida desde arriba en contra de la opinión pública, se inició el proceso de reactivación de los movimientos sociales que culminó en 2011 con el 15M, en busca de una democracia más amplia y verdadera. 

			Ya se ha estudiado mucho la prensa en la transición, su evolución, su papel, sin embargo, es imprescindible destacar de nuevo su protagonismo en este momento. La muerte de Franco no dejó paso de manera mágica a la democracia, es lo que queremos mostrar matizando las peripecias de la Transición. Gérard Imbert fue a la vez actor, testigo y analista de la Transición, colaborando temprano con José Vidal Beneyto, una de las primeras miradas críticas sobe el proceso de la Transición.7 Aborda en «Los silencios de la prensa. Prensa de referencia dominante y alternativas periodísticas» el papel de Triunfo y de Cuadernos para el diálogo, pronto condenados a desaparecer, así como el olvido de las publicaciones del exilio, como la editorial Ruedo Ibérico y su revista Cuadernos de Ruedo Ibérico, que dejarían paso a lo que define como «las estrategias del miedo» y el papel de El País, del que fue, junto con Vidal Beneyto, uno de los primeros analistas. En «Democracia y democratización en los artículos de Eduardo Haro Tecglen en Triunfo (1975-1982)», Marie-Claude Chaput vuelve sobre el papel pionero de Triunfo en la instauración de la democracia ya evocado por Gérard Imbert. Al invadir el tema todas las secciones, ha seleccionado los artículos de Eduardo Haro Tecglen centrados específicamente en él. Fue uno de los autores más clarividentes sobre la visión mítica y pronto instrumentalizada por los políticos de la democracia como ideal. Ricardo Martín de la Guardia, en «Censura y creación de opinión», trata el período desde el final del franquismo a la transición a la democracia (1973-1978) mostrando cómo la censura no desapareció con Franco y cómo ciertos temas, como la Corona, el Ejército, la unidad nacional…, permanecieron sensibles y hubo secuestros, procesos, cierres de periódicos. La aparición de El País, el más vendido en pocos días, y de una nueva generación de periodistas que encarnaba Juan Luis Cebrián, al mismo tiempo que integraban en la plantilla a periodistas procedentes de las revistas de apertura ya citadas, fue una etapa decisiva. 

			El cine es un medio privilegiado para observar la evolución de una sociedad, al poder reapropiarse el pasado con documentales inéditos o a través de ficciones para servir de catarsis al público. Contribuyó a hacer redescubrir los valores democráticos. En este sector tampoco volvió la libertad inmediatamente y se prohibieron películas como El crimen de Cuenca (1979) y Rocío (1980). Sally Faulkner en «El ensayo de la democracia durante la dictadura en España: el cine de cultura media de los años setenta» se interesa por el cine hecho para la clase media (inspirado en novelas del siglo XIX, Galdós, Clarín, Valera…) y más concretamente en la recepción; su público revela la evolución de la sociedad española desde finales del franquismo basándose en las críticas en la prensa. José Luis Sánchez Noriega, en «El cambio social y político en el cine de la Transición», destaca cómo las películas revelan las preocupaciones del momento, permitiendo redescubrir los valores democráticos y desmontar las manipulaciones de la historia sirviendo de catarsis, desde las películas didácticas políticas (Bardem), los cines nacionales (vasco, catalán…), el cine militante, el cine quinqui (Eloy de la Iglesia…). Recuerda cómo tardó en imponerse la libertad sexual. Hubo que esperar a Almodóvar para que la homosexualidad apareciera no solo «como un derecho sino como un deseo democrático», una expresión muy acertada que recuerda que detrás de las imágenes del destape seguían unas relaciones tradicionales. 

			La segunda parte está dedicada a la movilización social. Canela Llecha Llop en «Entre lucha antifranquista y compromiso anticapitalista en época transicional: el caso del Movimiento Ibérico de Liberación» se basa en las publicaciones de este movimiento de corta existencia. Pone de relieve los vínculos entre una herencia anarquista anclada en Barcelona y un presente revolucionario en Europa.8 El discurso del MIL era claramente anticapitalista e internacionalista, aunque se intentara reducir a antifranquista. 

			Carmen González Martínez en «Sindicatos y Transición en 1977: libertad, trabajo y amnistía» sigue la vuelta a la legalidad destacando las alianzas sindicales imprescindibles al principio y recordando que los Pactos de la Moncloa fueron suscritos por los partidos en ausencia de los sindicatos, lo que explica las desilusiones después. Pone de relieve el cambio de estrategia que vino a concretar la ratificación por España de los Convenios de la OIT, lo que permitió acabar con las estructuras autoritarias procedentes del franquismo.

			En «Reconstrucción y mutaciones del sindicalismo socialista en el campo andaluz durante la Transición», Julio Pérez Serrano señala las consecuencias para la agricultura andaluza de la integración de España en la CEE en un momento de reconstrucción de los sindicatos, en particular de UGT, cuando en Andalucía el problema más acuciante seguía siendo el paro de los jornaleros. 

			Beltrán Roca e Iban Díaz Parra, en «De las huelgas salvajes a la cancha electoral. Autonomismo y sindicalismo radical en España en la Transición política y la crisis financiera», hacen el balance de los grupos activos desde los años setenta, algunos defensores de la lucha armada, y se refieren a una diversidad de luchas relacionadas con la identidad: feminismo, movimiento queer o las minorías étnicas hasta la emergencia de Podemos.

			David Soto Fernández muestra la consolidación del ecologismo («Del conservacionismo al ecologismo social. El ecologismo en España: de los orígenes en el antifranquismo a la democracia (1960-1998)») que fue evolucionando de posturas conservacionistas hasta preocupaciones sociales y políticas.

			A nivel social las leyes reconocieron derechos, pero dejaron la vía abierta para ir más lejos. Encarnación Barranquero Texeira («El movimiento de mujeres en la lucha por la democracia») recuerda el fracaso del intento de Lidia Falcón de crear un Partido Feminista (1979 legalizado en 1981), ya que coincidió con la institucionalización del movimiento de las mujeres, que acabó con el dinamismo de las asociaciones y su contribución a la lucha por la democracia. La Constitución, aprobada tras el referéndum de 1978, reconoció derechos, aunque no tantos como la de 1931.

			Las luchas de los homosexuales según Brice Chamouleau («Homonacionalismos historiográficos en España: interpretaciones de las leyes y del honor bajo la Constitución de 1978») fueron la culminación del orden democrático que concretó en 2005 la ley de matrimonio con el Gobierno de Rodríguez Zapatero. La enmarca en la voluntad de las instituciones europeas de proteger a las minorías sexuales desde el derecho, sin embargo, cita a Eduardo Haro Ibars para resaltar que el reconocimiento de unos esconde la represión de otros. 

			M.a Magdalena Garrido Caballero y Mónica Puente Regidor («Crisis económica, gestión política y protesta social en España») insisten sobre el hecho de que la gestión política de la crisis se ha centrado en seguir las directrices de las instituciones comunitarias y del FMI, lo que limita la acción del Gobierno y contribuye a desacreditar a los políticos. Analizan los movimientos sociales, en particular el grupo Afectados por la Hipoteca (2009), creado en respuesta a los abusos de los bancos.

			La movilización social pasó también por formas tradicionales como las manifestaciones. Merce Pujol Berché («Crónica de una manifestación anunciada: Barcelona, 11 de septiembre de 2012») trata esta manifestación en Barcelona donde se congregó más de un millón de personas bajo el lema de «Independencia de Cataluña». Analiza a partir del léxico (sustantivos como país, nación, Estado, pueblo, y adjetivos como propio, soberano, sujeto político) que revela las aspiraciones de los manifestantes. Un tema de actualidad.

			Óscar J. Martín García («Una democracia de orden. La respuesta de los poderes públicos a la movilización social en España, 1975-2015») estudia hasta casi la actualidad la evolución de los métodos de la policía para mantener el orden con métodos burorrepresivos poco visibles, como los controles de identidad y las sanciones administrativas. La preocupación por la democracia está relacionada ahora con una sensación de retroceso democrático. 

			Los diferentes enfoques que se han glosado brevemente en esta presentación son una muestra del vigor que han adquirido en las últimas décadas los estudios sobre la Transición a la democracia en España. La ampliación de las temáticas ha situado a la opinión pública y a la acción colectiva de los agentes políticos y sociales en un lugar destacado del nuevo paradigma interpretativo que empieza a configurarse. La movilización, entendida como fenómeno y también como categoría histórica, adquiere así entidad en la explicación del cambio de régimen. Pero también nos ayuda a entender la crisis del sistema pactado en 1978, que no puede desligarse de la protesta social canalizada por el 15-M y de la creciente movilización nacionalista en Cataluña. En definitiva, este libro pretende ser una contribución plural al análisis histórico de la España actual.

			
			NOTAS

				
					1 Nos hemos permitido incluir en los artículos la significación de algunas siglas.
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			SOBRE DEMOCRACIA, CIUDADANÍA Y DESOBEDIENCIA CIVIL9


			JAVIER DE LUCAS

			Universidad de Valencia

			En los dos últimos años, todos los sondeos del CIS (y de otras agencias de estudios de opinión, como los de Sigma-Dos o Metroscopia) nos muestran un retrato robot de la imagen de los políticos entre la ciudadanía que puede describirse fácilmente: desfondamiento, malestar, desafección política y miedo al futuro. La media se acerca a un 40% de los españoles que se siente ajeno al modelo institucional y muy concretamente a sus representantes políticos en las Cámaras. Parece aumentar en la ciudadanía el hartazgo y el rechazo a una política que podría llegar a convertirse en rechazo y hartazgo de «la política».10 Pero lo cierto es que, si no nos quedamos en la superficie, es posible atisbar otra hipótesis más compleja, que nos habla de una crisis institucional profunda que afectaría al modelo mismo de democracia representativa tal y como se encuentra diseñado en nuestra Constitución, de donde las voces que sostienen que la única salida es una radical: la de un nuevo proceso constituyente. 

			Quizá podríamos rebajar la dimensión de la crisis reconociendo, como nos proponía José María Maravall,11 que no estamos ante una novedad, sino solo ante un proceso de incremento de las razones que alimentan el déficit representativo de las democracias. El profesor Maravall —como saben sus lectores— subraya cuatro: la primera, las asimetrías de información entre ciudadanos y políticos. La segunda, la carencia de incertidumbre suficiente sobre los resultados electorales, estímulo básico para que los gobernantes atiendan los intereses de los ciudadanos. La tercera, la frecuente usurpación de la voz del pueblo por parte de los políticos, que aumenta la distancia entre las preferencias de los ciudadanos y las decisiones políticas. La cuarta, la hostilidad respecto de las instituciones, en particular, de los partidos políticos. 

			Frente a esos procesos de degradación, Maravall sostiene que hay posibilidades de reacción, que pasan ante todo por mantener que el juego electoral es genuino, que no es cierto que —como pretenden los que convencionalmente denominamos «antisistema»— todos los programas políticos y todos los partidos sean iguales. El mismo profesor insiste en dos líneas de acción clave: la necesidad de iniciativas —mecanismos, normas, instituciones— que pongan coto a la impunidad, a la irresponsabilidad electoral y a la corrupción y, además, la necesidad de una reacción cívica sostenida frente a esos comportamientos.

			
1.  EL PAPEL DE LA CIUDADANÍA EN LA CRISIS DE LA DEMOCRACIA REPRESENTATIVA


			Pues bien, en ese marco se inscribe mi contribución a este segundo debate sobre la transición, pues querría plantear algunos argumentos que permitan avanzar en torno a dos problemas. 

			En primer lugar (1), sobre el lugar del disenso y de la crítica en democracia. Creo que se extiende peligrosamente la tesis de que toda crítica coherente, radical (en el sentido de la crítica que reivindica las raíces de lo que, por definición, es la democracia) es radical en el sentido peyorativo: desmesurada, irreal, en suma, antisistema. En mi opinión, esa descalificación se asienta en un prejuicio, es decir, en la insistencia en una posición que —siempre a mi juicio— es hija de la ignorancia y de lo que denominaría en el mejor de los casos ingenuo «fundamentalismo democrático», propio de quienes sostienen ideas recibidas y asaz conservadoras —en realidad, reaccionarias— sobre lo que se reivindica tan frecuentemente como patriotismo constitucional, que tiene mucho del patriotismo que denostara Oscar Wilde («el último refugio de los cobardes») y muy poco de constitucional, pues confunden la Constitución con la Carta Magna, si no, con las Tablas de la Ley. Es decir, creen que se trata de un texto sagrado, otorgado por benéficos y patriarcales poderes a los que no se debe ofender… Por entendernos, me parece que abundan los que, sin conciencia de ello, como el personaje de Molière, son presas de ese «miedo a la democracia» estudiado y denunciado, por ejemplo, por el filósofo Jacques Rancière y que, por simplificar, se concreta en una actitud de sospecha y temor cada vez que el pueblo, es decir, la ciudadanía, parece tomar la voz para recuperar aquello que democracia significa frente al mixtum de aristocracia cultural y oligarquía económica, que se basa en el clientelismo, una democracia demediada en que han degenerado en no poca medida bastantes democracias representativas. 

			Y quiero concretar esa actitud, cada vez más presente en muchos medios de comunicación, opinadores, analistas y responsables políticos, refiriéndome a la descalificación de la desobediencia civil y de los movimientos sociales que la ejercen (la PAH, Plataforma de los Afectados por las Hipotecas, claro, entre otros) que insiste en que, en democracia, esas estrategias son solo un ultimísimo recurso: recordaré que, si bien el primer referente contemporáneo de la DC (desobediencia civil), Henry David Thoreau, es un exponente de una concepción anarcoliberal, lo interesante es que hoy los movimientos de desobediencia civil se aproximan en su actuación a la idea de sociedad-red que Castells supo detectar como una de las claves de nuestras sociedades en este cambio de época. Eso nos sitúa precisamente ante la conveniencia e incluso la necesidad de reconocer que las prácticas de desobediencia, resistencia y disenso, paradójicamente, suponen vías de solidaridad y de participación, es decir, manifestaciones de una ciudadanía activa y solidaria… Por esa y otras razones estoy convencido de que debemos discutir la oportunidad e incluso la necesidad del recurso a la desobediencia civil, lo que supone discutir en concreto, es decir, plantear si no solo es plausible sino necesaria, justa, equitativa y saludable, qué tipo de desobediencia, por qué y cuándo hoy.

			Pero esta cuestión, como se ve, nos remite en realidad a otra de mayor calado (2): al debate sobre las raíces mismas de la democracia y así a su relación con el disenso y a la identificación con el modelo de democracia representativa. Porque no olvidemos que hablamos de modelos históricos, que han evolucionado y pueden y deben seguir transformándose para dar respuesta a los problemas del ahora y aquí y, aún más, de las generaciones futuras. La democracia no es una fórmula mágica descubierta de una vez para siempre. Si hay dos características o dos desafíos que muestran las aporías del modelo liberaldemocrático que encarna en las democracias representativas, son los déficits de inclusión, es decir, de igualdad, y de pluralismo, que están fuertemente entrelazados. Son déficits que remiten a la vexata queastio del papel del pueblo, de la ciudadanía, la misma que planteara ya Rousseau en El contrato social, su famoso aserto sobre el pueblo inglés, que es una crítica a la identificación reductiva de democracia y derecho al sufragio: «El pueblo inglés cree que es libre, pero se equivoca: solo lo es durante la elección de los miembros del Parlamento; una vez elegidos, se convierte en su esclavo, no es nada. En los breves momentos de libertad, el uso que hace de ella merece que la pierda». Por eso, no: se equivocan quienes piensan que el único papel de la ciudadanía en democracia es el de ejercer el derecho al sufragio (o, en todo caso, como ha recomendado la secretaria general del PP a los movimientos sociales, constituirse en un partido político más) y a continuación dejar hacer a sus representantes (y, por supuesto, sin molestarles con críticas acerbas) hasta la siguiente elección.

			La ciudadanía, el pueblo, ya no puede seguir siendo tratado como menor de edad, ya no se puede seguir apelando al consenso construido sobre la vía pasiva de su reducción a cuerpo electoral una vez y a consumidor pasivo el resto del tiempo, con el output de los derechos y el bienestar en tiempos de vacas gordas y del miedo en momentos de vacas flacas, de crisis (por no decir el chiste bien conocido del nosotros o el caos, que tiene hoy la versión del dogma TINA —«there is not Alternative»— de Tathcher y Tietmayer, que se traduce en tragar, en callar, en sacrificarse con paciencia, porque algún día mejorarán las cosas, gracias a la imperecedera «mano invisible»). Y tampoco puede seguir manteniéndose una noción imaginaria (como todas, por cierto) de pueblo que lo identifica con una categoría etnonacional, homogénea, tanto en el sentido cultural como en el socioeconómico. Eso, que se concretaría en la importancia de una amplia clase media, está yéndose por el sumidero y posiblemente no se recuperará. Con el vertiginoso incremento de la desigualdad (y España ha alcanzado en los últimos cinco años récords negativos en el índice Gini respecto a la media europea) reaparece la amplitud de sectores desagregados, marginalizados e incluso excluidos del mínimo de participación en la distribución de la riqueza, de los derechos, del poder. Con ello vuelve el fantasma de las «clases peligrosas» y el riesgo de fragmentación y confrontación social que, de momento, parece combatirse solo a base del mensaje del miedo. Y eso es letal para la democracia, porque exige ahondar en la ignorancia, en el prejuicio, en la minoría de edad de los ciudadanos, convertidos en consumidores pasivos y sujetos activos solo de reality shows… Es lo que ilustra, en mi opinión de forma tan sutil como genial, una novela de culto de Richard Yates, poco conocida en España, a pesar de haber sido recientemente traducida al castellano y de su versión cinematográfica (que no le hace justicia en absoluto): Revolutionary Road.

			Por eso es tan coherente que estos procesos coincidan con la exacerbación de los peores aspectos de la sociedad del espectáculo teorizada por Debord y que para gran sorpresa universal parece haber descubierto el año pasado (como los que descubren el agua caliente o el Mediterráneo) el inefable filósofo y teórico social Vargas Llosa, que proclama a los cuatro vientos tan innovador descubrimiento en un muy prescindible ensayo que desdice de la admirable capacidad narrativa del Nobel de Literatura… Es lo que se ha ejemplificado asimismo tantas veces en el cine: por ejemplo, por no ir a los clásicos, en un film de Shyamalan que ha pasado desapercibido (frente al primero, El sexto sentido), The village (2004), significativamente estrenado entre nosotros como El bosque… Eso es coherente con el desmantelamiento del sistema educativo, sobre todo del sistema de ciencia e investigación, que vivimos, porque desde esa perspectiva es un lujo prescindible.

			Y todo eso es precisamente lo que pone de manifiesto la necesidad de volver a pensar la relación entre democracia y disenso como clave de comprensión de los déficits de la democracia participativa, que se evidencia más en momentos de crisis. Si el futuro de la democracia pasa por un modelo, ese es el de la ampliación del carácter plural e inclusivo y en ambos casos el disenso es capital. Esto obliga a entrar en el debate sobre el modelo de ciudadanía que necesitamos en estos tiempos de desánimo, amenazados por el modelo de globalización que nos encorseta y somete, a la necesidad de enfrentarse con el miedo y a reivindicar la isegoría y la eisangelía para alcanzar la isocracia. Y por eso, la necesidad del debate sobre desobediencia civil, que no es lo mismo que la rebeldía ni que la revolución. Y no porque estas sean malas opciones frente a aquella, sino porque sus condiciones y objetivos son muy diferentes.

			Como ejemplifican los protagonistas de The Village y de Revolutionary Road, nuestra condición es la de la resistencia. La resistencia para decir no, en primer lugar, para hacerlo públicamente con todas las fuerzas y medios posibles y para tratar de hacer llegar ese no, esos noes, a la mayoría, y así convencerla de nuestras razones. La nuestra, como la condición de la filosofía (según acaba de recordar el filósofo Jacobo Muñoz), es la condición de resistente. Y por eso, como luego recordaré, conviene retomar con Balibar la idea de democracia como insurgencia, la idea de la lucha por los derechos.

			Siempre que se habla de democracia convendría recordar una vieja advertencia de Polibio (y antes de Herodoto) acerca de lo necesario que es para la democracia la isegoría, es decir, la igual libertad de palabra, sin la que no es posible que florezca la libertad. La isegoría, asegura Polibio, es tan importante como la isonomía (igualdad jurídica) o la isocracia (igualdad de poder), porque, si no se asegura a todos por igual la libertad de crítica, se pone la semilla para la pérdida de libertad. Y por eso el miedo, el miedo al miedo, el miedo a la libertad, es el mayor enemigo de la democracia.

			Porque siempre que se habla de ciudadanía sería bueno tener en cuenta que el modelo de individualismo posesivo, del liberal monadista, que subyace a la propuesta neoliberal, no es el único. Que cabe una ciudadanía diferente, una visión activa de la ciudadanía. Es decir, que, en palabras de algún estudioso, ha llegado «la hora de los ciudadanos», la hora de su responsabilidad, de la toma de conciencia de que su protagonismo activo en la vida pública no se concreta solo en el derecho al sufragio, ni siquiera con el añadido necesario del control del ejercicio de los poderes, sino también en asumir las cargas, responsabilidades y deberes que derivan de la existencia de tal vida pública, y que no pueden ser vistas tan solo como tarea de la Administración a partir de las contribuciones de tipo económico que los ciudadanos realizan. Es decir, una nueva concepción de la ciudadanía; la ciudadanía responsablemente solidaria. 

			Frente a lo que suele argumentarse, no creo que el Estado social se construya sobre un modelo de ciudadano pasivo que lo espera todo (insaciablemente, cada vez más) del Estado/padre/intervencionista. Al contrario, exige una noción de ciudadanía que debe estar profundamente arraigada en el compromiso social y, por tanto, en la idea de responsabilidad, porque no hay solidaridad sin responsabilidad. Por consiguiente, y creo que es necesario advertirlo, el sentido de esta reflexión no coincide en absoluto con el proyecto de sustitución solapada de las exigencias político-jurídicas de la igualdad por un más o menos vaporoso alegato en pro de la solidaridad que las más de las veces oculta una mentalidad que trata de retrotraerse al modelo de la beneficencia, o, en todo caso al del asistencialismo, en los que la solidaridad, digámoslo otra vez, es un sucedáneo laico de la caridad, o, para ser más exactos, de la limosna, porque la caridad en sentido estricto es mucho más exigente para el creyente. No pretendo arrimar el ascua a la hoguera en que parece consumirse hoy el principio de igualdad, y en ese sentido me parece justo denunciar que una parte considerable de los conversos de la solidaridad se encuentra próxima a tales incendiarios, los mismos que claman contra la asfixia producida por el Estado clientelar. Esa es una de las perversiones de la solidaridad, de sus trampas, que es preciso estudiar y criticar. Por eso, nuestra condición en cuanto ciudadanos nos conduce al recurso a la desobediencia civil. ¿A qué tipo de desobediencia civil? 

			El vínculo entre autonomía, ciudadanía y democracia que me interesa explorar ahora tiene mucho más que ver con un clásico motto del gran Spinoza, invocado al principio de estas páginas: la necesidad de una ciudadanía crítica, activa, consciente de su soberanía, como clave de juicio de la bondad del orden político, según escribe en su Tractatus Politicus (capítulo V, 4): «Por lo demás, aquella sociedad, cuya paz depende de la inercia de unos súbditos que se comportan como ganado, porque solo saben actuar como esclavos, merece más bien el nombre de soledad que de sociedad». Recordemos que, en opinión de ese espíritu libre que fue el filósofo y óptico marrano que encontró no solo un refugio sino un efímero ejemplo de sociedad civil libre y próspera en el pequeño territorio de la República de las Provincias Unidas, bajo la guía de Johann de Witt, «No cabe duda de que los contratos o leyes por los que la multitud transfiere su derecho a un Consejo o a un hombre deben ser violados cuando el bien común así lo exige» (Tractatus Políticus, capítulo IV, 6). 

			Esa preocupación spinoziana está presente, a mi juicio, en la rigurosa exigencia que preside el ideal de ciudadano crítico plasmado en los textos de Henry David Thoreau (de indiscutible y genuino acento libertario) sobre la desobediencia civil y el derecho a la revolución, escritos hace más de 150 años y cuya actualidad no puede dejarse de invocar hoy.12 Sí, las de Thoreau son reflexiones escritas en un contexto que, para el ensayista norteamericano, muestra la frustración o agotamiento (o acomodamiento) del espíritu de la revolución de 1775, una revolución democrática. A mi juicio, esa circunstancia, la conciencia del desvío del proyecto democrático como proyecto revolucionario, se ha repetido y se repite en otros momentos históricos.13 También hoy: es la condición de crisis de la democracia que vivimos en la actualidad y que nos obliga con urgencia a pensar de otra manera —por nuestra propia cuenta— la democracia y la ciudadanía. Una urgencia que, en realidad, remite a un proyecto no menos necesario, pero más amplio, el de ofrecer una nueva «gramática de la democracia», según la expresión formulada por Bovero14 y reformulada, como veremos, por E. Balibar o J. Rancière, y también por W. Brown, B. Santos, A. Honneth o L. Ferrajoli.15 

			Recuperar el impulso democrático. Aunque tradicionalmente se vinculan democracia y consenso, lo cierto es que tanto la historia como la teoría de la democracia nos hacen ver que es al contrario: la clave de la democracia es la capacidad para reconocer y aun garantizar el disenso y la crítica o, incluso más aún, la resistencia al poder establecido.16 

			En efecto, la democracia es confianza, pero también y sobre todo desconfianza, permanente actitud crítica ante el ejercicio del poder, al que es imprescindible controlar si es que pretendemos que conserve algún sentido la noción de poder del pueblo. Pero es una desconfianza que circula en los dos sentidos. Porque, volviendo a J. Rancière,17 la historia de la democracia puede ser explicada como la historia del odio a lo que esta significa, el poder del pueblo como soberano, el poder de los iguales, los dotados de paria iura, al decir de Cicerón cuando explica su noción de respublica. De ahí nace la dificultad, la renuencia que han experimentado siempre los centros de poder de la denominada «democracia institucionalizada» (la representativa, que, las más de las veces, es un mixtum de aristocracia «política» y oligarquía económica) para confiar en el pueblo como sujeto soberano auténtico.

			En mi opinión, Balibar lo ha explicado de forma paladina: «la democracia, entendida de una manera radical, no es el nombre de un régimen político, sino solo el nombre de un proceso que podríamos llamar tautológicamente la “democratización de la democracia” (o de lo que dice representar un régimen democrático), y por lo tanto el nombre de una lucha, una convergencia de las luchas por la democratización de la democracia… es más bien una lucha permanente por su propia democratización y en contra de su propia conversión en oligarquía y monopolio del poder».18 Dicho de otra manera, de nuevo con Rancière, lo que conocemos como democracia representativa administra de forma paternalista el interés general que, las más de las veces, queda secuestrado por los intereses particulares (oligárquicos), de acuerdo con la ley de bronce enunciada por R. Michels. Por eso la necesidad de esa lucha por la democratización de la democracia que, en gran medida, nace de la desconfianza, hoy quizá más viva porque precisamente hoy constatamos el auge de movimientos sociales que denuncian un alejamiento cada vez mayor de las elites políticas y de los cauces de representación respecto a las necesidades, interés y expectativas de los ciudadanos, de donde la crítica que se ha convertido en lema original del denominado movimiento de los indignados en España, o movimiento 15M: «No nos representan». 

			
2. LA DESOBEDIENCIA CIVIL EN LAS DEMOCRACIAS, HOY


			Lo primero es desmentir que comoquiera que vivimos en una democracia y en un Estado de derecho no hay lugar para la desobediencia civil. La restricción de que, en un Estado democrático de derecho, es obligado respetar la opinión de la mayoría expresada en el Parlamento y recogida en las leyes no es un postulado al que haya que rendir culto. Pues es obvio que solo una teoría estrechamente procedimentalista estaría dispuesta a defender que las democracias realmente existentes son democracias en sentido estricto (gobierno del pueblo). En la práctica de nuestras democracias hay todavía mucho que decir (críticamente) sobre quién es realmente el soberano, cómo se articulan realmente las mayorías y qué representan realmente los partidos políticos que proponen una determinada ley al Parlamento (sobre el servicio militar, el presupuesto de defensa, el estatus de los inmigrantes, lo que hay que considerar como familia, la ilegalización de tal o cual formación política, etc.). 

			Hay, por tanto, condiciones que, incluso en un Estado democrático, obligan a considerar hasta dónde es moralmente admisible el principio moral de obligación política y que siguen justificando la práctica de la desobediencia civil. Pensemos, por ejemplo, en cuatro supuestos verosímiles: (a) Ocurre que el mero principio de las mayorías no garantiza sin más, a priori, el respeto de los derechos humanos, pues las mayorías pueden decidir actuaciones que contradigan derechos de determinadas minorías. (b) Ocurre también que el principio de la división de poderes, característico de un Estado democrático de derecho, no siempre se cumple, de manera que hay circunstancias en que pueden quedar bloqueadas las posibilidades de expresión y actuación de determinadas minorías. (c) Ocurre, además, que en Estados democráticos plurinacionales y multilingüísticos, que son los más, hay conflicto entre el principio de igualdad de los ciudadanos ante la ley y el reconocimiento efectivo del derecho a la diferencia. Y (d) ocurre a veces que, incluso en Estados democráticos, y por reacción de la mayoría frente a actuaciones que no han tenido que ver con la desobediencia civil, se produce un recorte grave de los derechos humanos de determinados sectores de la población. Tales circunstancias no son supuestos hipotéticos, sino situaciones de hecho que se han dado y se dan en los países democráticos actuales. 

			Así pues, en un Estado democrático, la admisión formal de la desobediencia civil será un síntoma de autocontención, un reconocimiento de los límites del propio Estado y del carácter procesual de las constituciones vigentes. Por eso algunas constituciones la admiten formalmente; y por eso se ha podido decir, con razón, que la desobediencia civil es precisamente la piedra de toque de la democracia o el más evidente de los indicadores de la madurez de las políticas democráticas. Teniendo en cuenta la imperfección y los déficits de las democracias representativas realmente existentes, algo generalmente admitido, la desobediencia civil puede considerarse hoy en día no como un síntoma de deslealtad frente a la democracia, sino como una forma excepcional de participación política en la construcción de la democracia. Y no es casual en absoluto el que la afirmación de la desobediencia civil en el marco de ese movimiento de movimientos que es el movimiento anti-globalización vaya generalmente acompañada no solo de la defensa de la universalización de los derechos humanos que la democracia proclama, sino también de la afirmación de la necesidad de una ampliación de la democracia representativa en democracia participativa. 

			De ahí que la justificación de la desobediencia civil en los Estados democráticos representativos tienda a ser no solo moral sino ético-política. Cuando en nuestros días los individuos o colectivos propugnan la desobediencia civil (por ejemplo, frente al reclutamiento en caso de guerra, frente a las leyes sobre los inmigrantes o frente a la ilegalización de formaciones políticas que, siendo minoría, alcanzan porcentajes por encima del diez o quince por ciento de los votos emitidos) no están tratando simplemente de salvar su alma (o su conciencia) frente a lo que consideran una ley injusta, sino que su actuación apunta a convencer a la mayoría parlamentaria (o al pueblo soberano) de su error en el ámbito de la esfera pública. Aun aceptando el principio moral de la obligación política, el desobediente tiende a buscar, por tanto, una justificación no solo moral sino ético-política para su actuación, dado que esta se produce en el ámbito de la ética de la responsabilidad pública, no solo en el ámbito de la ética de las convicciones morales. 

			Al llegar aquí se puede discutir si tal o cual actividad o campaña concreta de desobediencia civil ante una determinada ley aprobada por el Parlamento (sea esta la Ley Orgánica de Universidades (LOU), la ley de extranjería, la ley de ilegalización de partidos políticos o las leyes por las que se rige actualmente el comercio internacional) es apropiada, correcta o la más adecuada para alcanzar el fin que los desobedientes dicen proponerse. Pero esta es una discusión sobre medios y fines, sobre las consecuencias públicas de nuestras acciones colectivas, y tiene que hacerse con los mismos argumentos con los que se discuten las consecuencias, hipotéticas o previsibles, de cualquier otra acción ético-política (incluidas las acciones del partido o coalición que hayan resultado mayoritarios en las elecciones o las acciones de los jueces de los más altos tribunales en nombre del Estado). 

			Es una actitud típicamente falaz de quienes se consideran representantes de la mayoría o del soberano en un momento histórico dado el descalificar la desobediencia civil ante tal o cual ley aduciendo que el comportamiento de los desobedientes pone en peligro el conjunto de las instituciones democráticas, el Estado de derecho o el sistema democrático establecido. La democracia, las constituciones (y, por extensión, las leyes subordinadas, incluida la ley penal) son siempre consecuencia de procesos históricos concretos, y procesuales ellas mismas. De donde se sigue que el peligro potencial para la democracia puede venir tanto de una consecuencia perversa de la crítica (justa) de sus déficits actuales como de la autocomplacencia de la mayoría (por representativa que sea) o del soberano mismo respecto de la democracia realmente existente. Hay ejemplos históricos de ambas cosas. Y el más reciente (el recorte de las libertades al que se asiste en el mundo a partir de los atentados del 11 de septiembre del 2001, denunciado por varias asociaciones de juristas demócratas) apunta precisamente a esto último, a la autocomplacencia o la prepotencia, no al riesgo de la crítica (por global que sea) que los desobedientes hacen de la democracia realmente existente, que, como he mantenido en otro lugar, era ya, antes del 11 de septiembre, una democracia «demediada».

			Y ahora que nos hablan de Constitución y de reforma de la Constitución, ahora que asistimos a un tira y afloja poco edificante sobre lo que significa la Constitución y sobre la forma políticamente correcta de respetar y reformar, quizá convenga añadir alguna cosa…

			Encontramos dos posiciones en el debate actual. De una parte, la posición de quienes insisten en hablar de la Constitución casi como un texto sagrado, que no debemos tocar para no mancharla ni estropearla. Son, en no poca medida, quienes optan por una retórica que, sin embargo, no es vacía, porque comporta un proyecto preciso. La única tarea posible es la exégesis, glosa encomiástica de lo recibido (por eso la insistencia en equipararla con la Carta Magna, aunque eso revele un brutal desconocimiento de la historia y de la política, más incluso que del derecho constitucional). A lo sumo, se insiste en lo que fue la Constitución: una piedra miliar que puso fin a la historia de rencillas entre los españoles y a los problemas históricos: el igual reconocimiento y garantía de derechos, las relaciones entre Estado e Iglesia, la cuestión de la educación, la tensión entre una España centralista e imperial y el reconocimiento de la pluralidad nacional, lingüística, cultural, el peso desmedido del ejército, etc. No la toquéis, es la rosa. Y para garantizar que siga así, que perdure, hay que hacerse fuertes y cerrar filas en torno a los guardianes de la Constitución. 

			Porque el problema de esta concepción, consiste en esto, en que, en aras de defender la Constitución que ha preservado nuestra convivencia, se está utilizando la Constitución como arma arrojadiza, como argumento electoral e incluso más allá. El test de constitucionalidad («ser constitucionalista o no») se convierte así en un ejercicio del modo de pensar la política propuesto por Carl Schmitt: amigo/enemigo. Una deficiente comprensión de lo que Sternbeger acuñara como «patriotismo constitucional» y fuera divulgado después por Habermas, ha servido para realizar este proyecto. Es un retorno a la tradición monista, cerrada, incluso excluyente, en la que se vuelve a conjugar el conmigo o contra mí, so capa de que no hay alternativa: o se está con la Constitución (con nuestra interpretación de la Constitución, que imponemos porque tenemos el monopolio de la verdad constitucional) o extramuros de la democracia. Una visión que recuerda aquellos versos de Heine con los que Marx fustigaba la visión política de la escuela histórica del Derecho, que trata de encadenar la realidad al imperio de los antepasados, desde la visión de los antepasados que imponen un grupo de nuestros contemporáneos, los que tienen, diríamos ahora, la mayoría absoluta. Y en aras de esa visión maniquea no se duda en arrojar el Código Penal contra cualquier manifestación de disidencia, sobre todo si es seria. Es decir, una concepción antipluralista de la Constitución, que olvida lo que dice su artículo primero.

			En realidad, la desobediencia civil entronca con un elemento básico de la democracia, incluso de la democracia liberal tal y como la prefigurara Locke: es su appeal to heaven (que inspira los preámbulos de la Declaración de Independencia de 1776 y de buena parte de las constituciones como la de Pensilvania o Virginia) el que da lugar a lo que entendemos como derecho de resistencia, como impugnación de la legitimidad del poder establecido y, por tanto, de la fuerza de obligar de sus mandatos. Ese derecho (de orígenes que nos remontan a la Antigüedad clásica, al drama de Antígona) renació con los movimientos revolucionarios del XVIII, en particular las revoluciones americana y francesa, que harán posible su reformulación formal hasta conseguir lo que podemos considerar como su «constitucionalización», que se concreta sobre todo en cinco artículos de la Constitución francesa de 1793 (en particular el artículo 35), más aún que en la Declaración de Derechos del 89 (cuyo artículo 2 dispone: «Le but de toute association politique est la conservation des droits naturels et imprescriptibles de l’homme. Ces droits sont la liberté, la propriété, la sûreté et la résistance à l’oppression»). 

			Este segundo punto de inflexión del derecho de resistencia, pues, es el que permitiría formular la democracia en términos de la tradición de «insurgencia», que renace también con las dos revoluciones del XVIII, marcadas por el ideal ilustrado de emancipación, y en la tesis liberal de Locke, que le conduce a enunciar ese derecho como básico.19 Y es en ese sentido, a mi juicio, como lo propone de nuevo Balibar, para quien «Insurrección… sería el nombre general para una práctica democrática que construye la ciudadanía universal. Se puede hablar de una lucha permanente en la dirección de la democratización de las instituciones existentes».

			La cuestión que se plantea hoy, ante la profundidad de la que fuera en su inicio crisis financiera y ha devenido en crisis social es si el descontento (incluso la indignación) que se extiende en relación con la calidad democrática de nuestras sociedades no es una buena razón para pensar, por así decirlo, en un nuevo punto de inflexión del derecho de resistencia: ¿tiene sentido hoy recuperar la noción de derecho de resistencia? ¿Bastaría con el recurso a la desobediencia civil? ¿Acaso no deberíamos explorar la conexión con la impugnación más radical, la que es propia de la revolución y se expresa, pues, inevitablemente, en clave de conflicto bélico?

			La legitimidad del derecho básico a la resistencia es particularmente evidente cuando nos encontramos ante regímenes desprovistos de legitimidad de origen y de ejercicio, esto es, las dictaduras, los regímenes totalitarios. En ese caso, el derecho de resistencia encuentra como expresión más clara la facultad de confrontar radicalmente al poder establecido, que no puede ser reformado para reconducirlo a la legitimidad, sino que debe ser sustituido y ello implica, las más de las veces, un conflicto armado, una revolución.

			Dicho de otra manera, la población civil, los agentes sociales tienen así un derecho de resistencia fuerte, como ha sido explicado por una tradición clásica en filosofía política. Un derecho que abocaría a un supuesto que puede y debe ser claramente diferenciado de las teorías de la guerra justa, puesto que el enemigo contra el que se entra en guerra en aras del derecho a resistir no es en este caso un Estado invasor o agresor, sino el poder del propio Estado que, por su ilegitimidad de ejercicio (que no necesariamente de origen), no solo ha perdido la razón de justificación del deber de obediencia a sus mandatos, sino que genera ese derecho radical de resistencia que se expresa a través de la fuerza armada y aboca al conflicto bélico (que no necesariamente comporta guerra civil), con mucha frecuencia a través de formas de insurgencia entre las que la guerrilla es la más común.20

			Por todo eso, es interesante recordar el precedente de la democracia clásica en lo que se refiere a la necesidad de que, en democracia, exista el recurso a la eisangelía, esto es, la capacidad de llevar a juicio (y, con ello, resistir) las decisiones corruptas, incompetentes, abusivas del poder. Y con ello no estamos haciendo referencia ni prioritaria ni exclusivamente a la forma ortodoxa de entender ese topos de la arquitectura democrática que es la separación del poder, el sistema de check and balances, por utilizar la referencia a la tradición de los EE. UU. de Norteamérica. En efecto, aunque el ejercicio del recurso al control del poder por los tribunales no es habitualmente incluido como manifestación del derecho de resistencia, sí que lo es en su acepción más radical y original, precisamente aquella según la cual los ciudadanos son los sujetos mismos de la democracia y justamente por eso tienen el derecho y el deber de resistir en el sentido prístino del término: permanecer en su ser, como origen y fuente del poder legítimo —de la soberanía popular— y llegar hasta el final, lo que quiere decir no ya aguantar pasivamente para durar, sino agotar toda posibilidad de corregir el ejercicio del poder con el que se sientan en desacuerdo.

			Llegados a este punto debemos plantearnos una vexata quaestio de la desobediencia civil y del derecho de resistencia: ¿constituye esta vía un prius que debe agotarse antes de dar el paso a la utilización de la fuerza? En mi opinión, la respuesta debe ser forzosamente afirmativa. Y la razón parece evidente: en esta manifestación de la resistencia lo que se pretende es recuperar la legitimidad vulnerada, y no impugnar a radice el poder establecido. Es importante retener que hablamos de regímenes que cuentan con los requisitos mínimos para que se hable de democracia, en el sentido institucional o formal. En otro caso, se impone el appeal to heaven y aparece en toda su legitimidad el recurso al derecho de resistencia como empleo justo de la fuerza.

			Pero casi todos somos conscientes de que el agotamiento al que asistimos hoy por parte de instituciones y agentes propios de la democracia representativa para restituir en la prioridad de la agenda (de «su» agenda) las necesidades e intereses de los titulares de la soberanía popular, esto es, el pueblo, los ciudadanos, hace posible pensar en la posibilidad e incluso en la conveniencia de que se planteen, en sociedades democráticas como las nuestras (por más que demediadamente democráticas), procesos constituyentes que palíen el vacío de la «secuencia destituyente» en la que parece que nos hemos embarcado con la gestión de la crisis que nos imponen. Y no porque se pierda soberanía nacional, sino porque se pierde la soberanía, sin más. Así es cuando se plantea de una forma más radical el derecho de resistencia como defensa de una democracia para evitar que permanezca demediada o se degrade aún más, en línea con lo que se ha denominado «procesos destituyentes». Un derecho de resistencia que podría entenderse incluso como la vía para construir un nuevo proceso constituyente que recupere el impulso democrático original y para continuar con la lucha por los derechos, esa exigencia que una ciudadanía activa jamás debe olvidar: los derechos no están adquiridos de una vez para siempre. Las políticas de respuesta a la crisis, regidas por el fundamentalismo neoliberal y consagradas en la regla de oro de la primacía normativa del objetivo de reducción del déficit, nos enseñan que el Derecho y los derechos no son nunca un don otorgado: en ese caso, se trata de privilegios o limosnas que desaparecerán en cuanto aparezcan las vacas flacas. Por eso el mensaje hoy parece claro: ¡desobedeced!

			
3.  CODA. UN EJEMPLO DE CÓMO LA LUCHA POR LOS DERECHOS ES EL MOTOR Y LA JUSTIFICACIÓN DE LA DESOBEDIENCIA CIVIL


			En suma, lo que pretendía subrayar es la conocida tesis de que la institución de la desobediencia civil, desde su moderna reformulación en 1849 por H. D.Thoreau en su Civil Disobedience, como ya hemos recordado, debe entenderse, sobre todo, como una vía de lucha por los derechos, ahí donde los «poderes salvajes» de los que habla Ferrajoli (Poderes salvajes. La crisis de la democracia constitucional, Madrid, Trotta, 2011) limitan, desvirtúan e incluso suplantan los principios y valores que son el soporte de la legitimidad, incluso en las democracias constitucionales. El desobediente expresaría de ese modo una suerte de «desacuerdo razonable» sobre esos fundamentos, tal y como propone Besson y recuerda Biondo en su muy útil monografía de reciente aparición.21

			Un ejemplo de ello se encuentra, a mi juicio, en un tipo de actuación crítica que caracteriza una parte de la reacción ciudadana ante las iniciativas legales de buena parte de los Gobiernos europeos en materia de políticas de migración y asilo. Los ciudadanos asisten sin posibilidad de reacción a la producción motorizada de un infraderecho en esos ámbitos, lo que incluye las mal llamadas devoluciones en caliente, la omisión del deber de socorro, la violación de derechos fundamentales de personas cuya condición de inmigrantes «irregulares» o de supuestos peticionarios de asilo (asylum seekers) prevalece sobre la categoría básica de titulares de derechos fundamentales qua seres humanos (y no hablo desde la perspectiva moral, sino desde el derecho internacional de los derechos humanos, constitucionalizado en todos los países de la UE). Estas iniciativas que vacían el derecho de asilo y relativizan los derechos de los que son titulares los inmigrantes incluso irregulares (conforme a la Declaración Universal de 1948 y los Pactos del 66 y a la Convención de la ONU de 1990 de derechos de los trabajadores inmigrantes y sus familias), imponen la inversión de principios jurídicos elementales como la igualdad ante la ley, la seguridad jurídica, la presunción de inocencia, el principio de publicidad, el de irretroactividad, el de legalidad, el derecho a la protección jurisdiccional en caso de conflictos que afectan a derechos fundamentales. Y alcanza cotas insufribles por lo que se refiere a menores no acompañados. Se llega al extremo de penalizar el cumplimiento del deber elemental de socorro, que es un principio inveterado del derecho internacional del mar (y que se consagra positivamente en la Convención de Montego Bay), y de criminalizar asimismo acciones de solidaridad con inmigrantes y solicitantes de asilo, a los que se asimila a las bandas criminales de tráfico y explotación de personas.

			Me limitaré a recordar lo sucedido en las últimas semanas de 2016, cuando terminaba un año que se ha cobrado, según todas las fuentes fiables, no menos de 5.000 vidas humanas en el Mediterráneo. La policía detuvo cerca del puerto griego de Igoumenitsa a Mikel Zuluaga y Begoña Huarte, dos activistas de la Plataforma Ongi Etorri Errefuxiatuak para la ayuda a los refugiados. Se les acusó de tráfico ilegal de personas porque intentaron trasladar clandestinamente hasta Italia a ocho refugiados de Siria, Irak, Irán, Pakistán y Afganistán. No es algo nuevo. Había sucedido ya en Francia, Italia y España, con motivo de modificaciones de los tipos penales sobre tráfico y explotación de inmigrantes que permiten identificar como «mafiosos» a quienes simplemente tratan de solidarizarse con esas personas que encuentran vagando desamparados después de haber alcanzado clandestinamente territorio europeo. Tres bomberos sevillanos que empleaban su tiempo y su dinero en tratar de ayudar a quienes intentaban cruzar el Egeo hacia las islas griegas sufrieron también esa suerte en 2015. No es muy difícil entender las explicaciones que unos y otros ofrecieron respecto a sus actuaciones: en el caso de los bomberos, aducen pura y simplemente la solidaridad con quienes se encuentran en peligro y la obligación moral de salvar vidas. En el caso de los dos activistas, expresamente se invoca la desobediencia civil como un recurso extremo de lucha por los derechos de unos seres humanos que son ignorados y aun estigmatizados como consecuencia de la obsesión securitaria de los Gobiernos de la UE. Estas actuaciones de desobediencia civil que recuerdan el leitmotiv del propio Thoreau son, a mi entender, la última barrera contra una barbarie moral y política: la desobediencia a estas leyes, disposiciones administrativas y prácticas policial-militares tiene, a mi juicio, un valor jurídico, moral y político innegable y constituye la expresión clara de una ciudadanía activa que lucha por los principios de legitimidad arruinados desde una legalidad insostenible, inaceptable. Una ciudadanía resistente y crítica que trata de recordar a la mayoría los principios de legitimidad y conseguir así la reversión de unos instrumentos jurídicos, unas políticas, que merecerán más temprano que tarde un juicio implacable por parte de las generaciones venideras.

			
			NOTAS

				
					9 Este texto, como es obvio, está redactado en 2014. Desde entonces, las condiciones del panorama político español han evolucionado considerablemente. Pero creo que las tesis centrales sobre la relación entre democracia, ciudadanía y desobediencia conservan su validez hoy, sobre todo, como se verá en el apéndice incluido como coda, a la vista de los terribles resultados de las políticas migratorias y de asilo de la UE desplegadas desde 2013 y llevadas a extremos a mi juicio insostenibles por el giro renacionalizador en esa materia, emprendido por la inmensa mayoría de los Gobiernos europeos a lo largo de 2015 y 2016.

				

				
					10 Se consolida así la tendencia a entender superado el modelo bipartidista que arranca del sistema electoral (más que del constitucional) que es pieza clave del modelo político instaurado en España desde el origen de la transición y que alcanzaría, según una tesis que se ha convertido en tópico, a la propia «democracia constitucional española» y específicamente a lo que se ha dado en llamar «cultura de la transición», expresión acuñada por el periodista Guillem Martínez y que supone una crítica a 35 años de la democracia restaurada («segunda restauración») en 1978, tal y como se expuso en un libro de referencia sobre este debate, coordinado por el mismo Guillem Martínez, CT o la cultura de la transición. Crítica a 35 años de cultura española, Barcelona, DeBolsillo, 2012. Nos encontraríamos ante el agotamiento de un modelo de legitimidad (y de su discurso) basado en la alternancia bipartidista, aunque todavía es imposible determinar si se trata de un hecho irreversible.

				

				
					11 Me refiero a las tesis expuestas en su libro Las promesas políticas, Barcelona, Editorial Galaxia Gutenberg, 2013. 

				

				
					12 Recordemos el aserto del parágrafo 20 de su Civil Disobedience: «any man more right than his neighbors constitutes a majority of one already» («Un hombre con más razón que sus conciudadanos ya constituye una mayoría de uno» (cito por la trad. castellana de J. J. Coy, Alianza, 2005, pág. 98). Pero Thoreau no es solo su Civil Disobedience (1849). Como es sabido, para comprender el alcance de la reflexión de Thoreau conviene tener en cuenta otros ensayos, sobre todo Life whithout Principles (1849) y también The Slavery in Massachussets (1854), además de su muy influyente Walden. Life in the Woods (1854) y, por supuesto, a la verdadera clave de su obra, sus Journals, publicados en 1906 y que ocupan 16 volúmenes (existe una antología en castellano, H. D. Thoreau, Escribir, publicada en Pretextos, 2002). Véase la cuidada edición de escritos de Thoreau, a cargo de J. J. Coy, con traducción de M.ª Eugenia Díaz, publicada con el título Henry D. Thoreau, Desobediencia civil y otros escritos, Madrid, inicialmente en Tecnos y luego en Alianza, 2005 (2.ª edición, 2012).

				

				
					13 Como en tantas ocasiones, esa quiebra encuentra su mejor expresión en la novela y el ensayo. Aquí, como botón de muestra, utilizaré los textos del escritor y profesor murciano Miguel Espinosa (sobre todo Reflexiones sobre Norteamérica, Escuela de mandarines y La fea burguesía) y la obra maestra del novelista norteamericano Richard Yates, Revolutionnary Road.

				

				
					14 M. Bovero, Una gramática de la democracia. Contra el gobierno de los peores, Madrid, Trotta, 2003 (me permito la remisión al comentario bibliográfico de ese libro en Le Monde Diplomatique, abril 2003).

				

				
					15 Con esto quedan mencionadas las principales referencias en las que se inspira esta contribución.

				

				
					16 Y hablamos del disenso en sentido propio que se extiende más allá de un derecho de resistencia concebido como último recurso, tal y como lo encontramos en la Ley Fundamental de Bonn, bajo el imperativo de rechazar supuestos como el de la toma del poder por Hitler.

				

				
					17 Cfr. Le Maître ignorant: Cinq leçons sur l’émancipation intellectuelle, París, Fayard, 1987 (hay trad. castellana, El maestro ignorante. Cinco lecciones para la emancipación intelectual, Buenos Aires, Libros del Zorzal, 2007) y La haine de la démocratie, París, La Fabrique, 2005. También Momentos políticos, Madrid, Clave Intelectual, 2011.

				

				
					18 «Los dilemas históricos de la democracia y su relevancia contemporánea», Enrahonar, núm. 48, 2012, págs. 14-15.

				

				
					19 Hasta el punto de positivizarse en sede constitucional en modernas constituciones, como la de la RFA, la Ley Fundamental de Bonn y, más recientemente, en la nueva Constitución de Ecuador de 2012. En no poca medida, el mecanismo revocatorio incorporado a la Constitución bolivariana de Venezuela se inspira en esa fundamentación.

				

				
					20 Precisamente ese punto de partida es el que pone de manifiesto la necesidad de tener en cuenta ese carácter de derecho de resistencia que ampara a los insurgentes a la hora del restablecimiento de la verdad y de la justicia que se proponen los procesos de justicia restaurativa de los que hablaremos en el último epígrafe, con referencia concreta a los supuestos acaecidos en Sudáfrica, Argentina, Chile, El Salvador y Brasil. Pero también, claro, a España.

				

				
					21 S. Besson, The Morality of Conflicts, Oxford, Hart Publ., 2005. El recomendable estudio de Biondo es Desobediencia civil y teoría del Derecho. Tomar los conflictos en serio, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 2016.
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			POLÍTICAS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA: ENTRE LA DESDEMOCRATIZACIÓN POLÍTICA Y SOCIAL, LA INNOVACIÓN DEMOCRÁTICA LOCAL Y LAS ESTRATEGIAS PARTIDISTAS

			JOSÉ MARÍA MANJAVACAS RUIZ

			Universidad de Córdoba

			En la última década, hasta 2011, algunas políticas locales andaluzas de participación ciudadana aportaron iniciativas innovadoras que estimularon el debate entre sectores municipalistas, asociativos y académicos.22 Ya fuera bajo concepciones reformistas sobre la gobernanza o desde perspectivas más críticas y transformadoras, surgieron en respuesta al desgaste de los sistemas impulsados en los inicios de la democratización local y situaron la ciudad, el espacio urbano, como ámbito más permeable a un mayor protagonismo social. 

			El presente texto pretende, tras una breve aproximación histórica, reseñar los principales referentes políticos de estas propuestas y reparar en sus aportaciones y limitaciones, constatando cómo, en contraste con sus elaboradas formulaciones técnicas, sus prácticas alcanzaron escasa relevancia política y débil seguimiento ciudadano. 

			En el actual contexto de aún mayor retroceso antidemocrático estas iniciativas se están viendo eclipsadas. A las limitaciones del sistema delegativo y partitocrático derivado de la Transición y a la denominada «crisis de la democracia» se unen los efectos de las políticas ultraneoliberales: medidas antisociales, reiterados casos de corrupción y devaluación de derechos políticos. 

			
1.  DE LA CONTENCIÓN DEL ASOCIACIONISMO VECINAL A LA PREOCUPACIÓN POR LA DESAFECCIÓN HACIA LA POLÍTICA


			Las políticas locales de participación comenzaron a estructurarse por los ayuntamientos democráticos tras el franquismo, de manera desigual, en un contexto de fuerte presencia municipal de partidos de izquierda y de un activo asociacionismo vecinal, suscitando ciertas expectativas cuando aún permanecían activas algunas energías movilizadas durante la Transición (Castells, 1992; Pindado, 2002, 2008). Las primeras delegaciones de participación ciudadana promovieron, bajo discursos de «descentralización y proximidad», nuevas divisiones distritales, reglamentos, equipamientos y actividades socioculturales en barrios. En gran parte influidas por lo que Pindado ha denominado «contener y contentar», fueron dirigidas a asociaciones, sobre todo vecinales, a menudo con el objetivo de su aproximación al ámbito municipal, incluyendo apoyos selectivos y cierta cogestión de actividades culturales y recreativas, acaso pequeñas actuaciones urbanísticas, pero sin abordar el debate general sobre la ciudad (Borja, 2006). La tensión sociopolítica fue decayendo y el movimiento vecinal se resintió, aumentando su desmovilización e institucionalización. Se produjo un trasvase de líderes a espacios institucionales y las concejalías de participación primaron la interlocución con sectores asociativos afines distanciándose de otros más reivindicativos.

			Ya en los noventa, experimentaron algunos cambios y sus estructuras, por lo general con débil peso político, se fueron consolidando en los organigramas municipales. Se intervino en nuevos temas, se hizo más presente «lo local» y la proyección de las ciudades o la difusión de imágenes «de marca» urbanas… Importantes ayuntamientos, sobre todo en las capitales andaluzas, comenzaron a ser gobernados por expresiones políticas más conservadoras e impulsaron estrategias de comunicación con fuertes tintes propagandistas. Más allá de las entidades vecinales surgieron nuevas redes y colectivos ciudadanos y nuevas demandas en materia de servicios o solicitando la intervención de los Gobiernos locales en negociaciones con otras administraciones o empresas (Brugué, 2000; Pindado, 2002, 2008). Se actualizaron reglamentos, se avanzó en cierta descentralización de gestiones y, en algunos casos de ayuntamientos y diputaciones gobernados por sectores de la izquierda, se constituyeron nuevos órganos consultivos: consejos económicos y sociales, agendas 21, iniciativas informativas sobre planes de ordenación urbana… Las asociaciones vecinales, aún más condicionadas, tendieron a posicionarse en función del signo político de los ayuntamientos originando a veces duplicidad de federaciones o coordinadoras. 

			Coincidiendo con síntomas de agotamiento de este modelo de escasa relevancia social, débil incidencia política y no pocas connotaciones clientelares, algunos espacios institucionales introducirían, en gran medida obedeciendo a trayectorias políticas y personales de dirigentes y empleados públicos concretos, el debate sobre la «innovación democrática local» o los «nuevos derechos ciudadanos» y conectarían con redes de ciudades comprometidas con la participación. En casos más críticos se proyectarían iniciativas democráticas participativas más ambiciosas y la política local otorgó cierta centralidad formal a «la cuestión de la participación ciudadana».23

			En la última década, estas nuevas propuestas se dispusieron en un eje político en cuyos extremos se ubicaron dos grandes enfoques con algunas líneas de aproximación al tiempo que cierta diversidad interna. El primero de estos enfoques agrupó los discursos más orientados a prácticas institucionales de gobernabilidad democrática proponiendo políticas reformistas de carácter «posibilista»; y relacionó la participación con la mejora técnica de la acción de gobierno, con la legitimación de las políticas locales y la canalización de algunos conflictos urbanos, abogando, en los casos más osados, por ampliar derechos cívicos y renovar los mecanismos participativos. Un segundo enfoque, de menor resonancia institucional aunque presente en círculos políticos e intelectuales críticos, enfatizó las potencialidades transformadoras de los procesos participativos por su contribución a la presión popular sobre las políticas públicas. En cualquier caso, unas y otras fueron propuestas de solo relativa incidencia en el conjunto de un municipalismo caracterizado, salvo excepciones puntuales, por un tratamiento normativista y vacuo de la participación.24 

			
2.  REFORMA DEL SISTEMA REPRESENTATIVO LOCAL: INNOVACIÓN DEMOCRÁTICA Y GOBIERNOS «MÁS PRÓXIMOS» A LA CIUDADANÍA


			El Informe Stoker ejemplificó la formulación más moderada, tecnocrática e institucionalista dirigida a canalizar algunas demandas ciudadanas, reforzar las instituciones locales y facilitar la acción de gobierno. En este plano local y pragmático, algunos estudiosos propusieron modelos «consultivos» para «simular» «la expresión de la opinión pública» (Sánchez, 2006), sumando complicidad ciudadana para una gestión más eficiente y legitimada y, en ocasiones, instrumentalizando la participación en auxilio de decisiones controvertidas.25 Otras propuestas abogaron por una nueva gobernabilidad para afrontar, con el concurso de la participación, las dificultades de los regímenes democráticos —«crisis del gobierno tradicional»— y la mayor complejidad urbana —«nuevos retos locales»— (Brugué y Gomà, 1998; Blanco y Gomà, 2002; Brugué y Jarque, 2002; Subirats, 2002; Brugué, Gomà y Subirats, 2005; Borja et al., 2006); reclamando «radicalidad democrática» e integración de la ciudadanía al ejercicio de gobierno con sistemas de participación más sólidos, consensuados y plurales para decidir sobre temas relevantes y extender la cultura participativa (Font y Blanco, 2003; Anduiza y De Maya, 2005). Estos mismos autores señalaron, no obstante, los riesgos de una «governance elitista» entre elites políticas y sociales y, en consecuencia, de escaso «valor añadido» a efectos del objetivo de contribuir a la legitimación democrática. Como ya avanzara Alberich (1994) difícilmente estos sistemas institucionales motivan a la ciudadanía.

			Las estrategias instrumentales fueron matizadas incluso desde el propio ámbito institucional. Un informe de la FAMP26 criticó el recurso utilitarista a la participación, proponiendo «sistemas integrales de participación» orientados a la toma de decisiones, con un discurso más crítico y exigente en favor de la democracia participativa. El problema residía en que los sectores proclives a estas propuestas, aun en el interior de los partidos mayoritarios, particularmente del PSOE de Andalucía, constituían sensibilidades minoritarias. 

			Las tesis institucionalistas progresistas encontraron una nueva dimensión en la inserción de la participación, de manera transversal, en la planificación y gestión integral de unas ciudades tomadas por abanderadas de la profundización democrática (Castells, 1997; Muixi, 2003; Borja, 2006). El ámbito urbano fue privilegiado para consolidar derechos existentes y desarrollar, desde el poder político local y con participación de la ciudadanía, una nueva generación de derechos cívicos frente a otros poderes públicos y privados; un marco de gobernabilidad compartida que, eso sí, presuponía la disposición de las autoridades locales para tal empresa.27 En esta línea, se propuso extender los presupuestos participativos para superar prácticas de participación en asuntos menores, junto con otras iniciativas que, con mayor o menor extensión, pusieron en práctica algunos de los principales ayuntamientos andaluces gobernados por PSOE e IU.28

			Con semejante enfoque innovador reformista, Pindado brindó reflexiones «pegadas al terreno» dada su trayectoria asociativa y profesional. Si hubo autores que gozaron de seguimiento entre dirigentes políticos y «poli-técnicos» o entre consultores urbanos, Pindado y su «modelo estratégico de participación» fueron, además, referentes de parte del asociacionismo vecinal y de empleados públicos locales especializados. Este primer enfoque «institucionalista», «sensibilizado», en determinados casos «institucionalista crítico», tuvo particular proyección desde politólogos y urbanistas vinculados a actividades académicas y profesionales de carácter social e incluso a áreas dependientes de administraciones catalanas dirigidas por el Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC) y, en menor medida, por Iniciativa per Catalunya-Verds (ICV). Desarrollaron una importante producción desde ópticas progresistas y comprometidas al tiempo que desde pretensiones técnicas «posibilistas». Su influencia fue notable entre cuadros políticos y técnicos de participación ciudadana de la Federación Andaluza de Municipios y Provincias (FAMP) y en algunos ayuntamientos andaluces gobernados, hasta 2011, por el Partidos Socialista Obrero Español (Sevilla o Jerez) o Izquierda Unida (Córdoba o Puerto Real); aunque, en el caso de Izquierda Unida, no fue así cuando sus grupos municipales participaban en Gobiernos locales desde una posición minoritaria.29 Como caso singular, el ayuntamiento de Málaga, gobernado por el Partido Popular, ensayó algunas iniciativas ubicadas en el ámbito más moderado de las propuestas referidas. Pero, a pesar de su carácter institucional, la influencia general de este primer enfoque fue limitada, pues la cuestión de la participación continuó ocupando, más allá de la retórica, una posición marginal en el conjunto del municipalismo andaluz. 

			
3.  DEMOCRACIA PARTICIPATIVA PARA EL EMPODERAMIENTO CIUDADANO Y LA TRANSFORMACIÓN SOCIAL. PARTICIPACIÓN E INVESTIGACIÓN-ACCIÓN PARTICIPATIVA


			Este segundo enfoque, más fiel a la experiencia inicial de Porto Alegre, privilegió discursos sobre participación dirigidos al «empoderamiento ciudadano», la regeneración democrática y la transformación social; e influyó en políticos y consultores sin responsabilidades de gobierno o que constituían o apoyaban minorías de izquierda en coaliciones más amplias que, en algunos casos, llegaron a dirigir áreas o procesos locales de participación.30 

			Si el primer enfoque se orientó a su aplicabilidad institucional, al asesoramiento de gestores políticos locales, este segundo bloque observó los mecanismos participativos desde su virtual utilización para la acción de los movimientos y colectivos sociales. Se mostró crítico con las prácticas participativas escoradas hacia el reforzamiento de la legitimidad institucional y la mejora de la eficacia y eficiencia de la acción de gobierno, aunque mantuvo puntos de aproximación hacia aquellas posiciones, aun institucionalistas, receptivas a procesos participativos ciudadanos más abiertos. Frente a lo «política y socialmente correcto», la democracia participativa fue esgrimida como una opción transformadora, vinculada al desarrollo humano, la sostenibilidad medioambiental, el republicanismo o a la lucha contra el neoliberalismo (Blas e Ibarra, 2006). 

			Su objeto de interés fueron los movimientos sociales y la acción social: la participación sociopolítica no institucionalizada, contemplando los mecanismos institucionales en la medida en que pudieran ser permeables a las luchas sociales. Se pretendía aprovechar estas posibilidades en coyunturas políticas concretas, ajenas al bipartidismo hegemónico, para sumar poder social y realizar reformas alternativas o experimentar nuevas metodologías de organización y pedagogía social, más allá de la mera corrección de algunas deficiencias del sistema representativo. Tomaron como referente político y simbólico el Orçamento Participativo de Porto Alegre y la acción de una «nueva izquierda postautoritaria» latinoamericana que observa el ámbito local —«la micropolítica»— como terreno para la radicalización democrática (Chávez y Goldfrank, 2004). Así entendidos, los procesos participativos actuarían en el marco de una confrontación cultural gramsciana, como «excusas para cambiar las relaciones sociales, políticas y económicas» (Blas e Ibarra, 2006) y como un instrumento útil para combatir las fuerzas neoliberales y limitar el poder de decisión del mercado. Desde esta argumentación, Santos (2004) vio en estos procesos una «forma de globalización contrahegemónica», de resistencia frente a la exclusión y en favor de la democracia —«democracias»— y la redistribución social: la democracia participativa como bandera de las nuevas izquierdas contra el capitalismo.31 

			Así, en las políticas locales de participación se abriría un frente entre varias propuestas: unas, de las administraciones; otras, autónomas, al margen del poder. Si las primeras constituirían una cesión comedida a la ciudadanía para participar de manera «débil» en asuntos de segundo orden, territoriales de barrio o distrito, las segundas, se sostenía, perseguían la «irrupción de la sociedad en el Estado» o de «la ciudadanía y sus organizaciones en el espacio público» (Navascués, 2005; Blas e Ibarra, 2006), para intervenir sobre el conjunto de necesidades e intereses ciudadanos. Con un sentido estratégico inequívoco: la transformación social; y una concreción táctica que pasaría por impulsar y extender procesos de presupuestos participativos. 

			Este segundo enfoque influyó en núcleos políticos o de consultoría próximos a un sector del Partido Comunista de Andalucía-PCE e Izquierda Unida y estuvo muy presente en varios de los procesos andaluces de presupuestos participativos más relevantes. Estos sectores incorporaron a su discurso, no sin generar polémica, estrategias de investigación-acción participativa (IAP) de especialistas o colectivos y redes de activistas que, orientados hacia la intervención social comunitaria y desapegados de la acción institucional y partidista, promueven procesos participativos enfatizando las metodologías para la acción y las potencialidades pedagógicas sociales y transformadoras de la acción misma; desde una concepción de la democracia participativa fundamentada en «procesos participativos conversacionales» donde la ciudadanía es llamada a participar en la producción de conocimiento, elaboración de propuestas, toma de decisiones, planificación, ejecución, gestión y evaluación de lo realizado (Montañés, 2004).

			
4.  CENTRALIDAD DISCURSIVA Y TÍMIDOS AVANCES. DÉBILES COMPROMISOS POLÍTICOS, SESGOS PARTIDISTAS Y POCA RELEVANCIA SOCIAL


			Las nuevas propuestas participativas, más allá de los discursos y esfuerzos de sus impulsores o de sus logros concretos, tuvieron débil relevancia social e incidieron de manera marginal en las políticas locales de Andalucía. Cierto es que contribuyeron a difundir entre ámbitos restringidos, institucionales y sociales, nuevas iniciativas y el debate sobre la democracia participativa como vía para complementar —o para regenerar— el sistema político representativo. De la misma forma, grupos de ciudadanos y ciudadanas participaron, aunque en dimensiones muy ajustadas y con niveles de implicación y satisfacción muy distintos, en procesos presididos, así fuera de manera nominal, por formulaciones favorables a la aproximación de las autoridades locales a la ciudadanía, la cogestión de los asuntos públicos, el aprendizaje colectivo, la corresponsabilidad cívica… Son logros que deben ser considerados. Pero los compromisos del conjunto de autoridades con estas iniciativas fueron, cuando existieron, débiles y contradictorios, soportados las más de las veces en discutibles motivaciones partidistas. Ni tuvieron una adecuada inserción en las políticas municipales ni estas se modificaron de manera apreciable en sentido democratizador. 

			De la misma forma, tuvieron poca sociedad detrás. Tras esta afirmación asoman complejas contradicciones estructurales y en algunas de ellas las formaciones políticas tienen indudables responsabilidades. Responsabilidades con resultados de frustraciones y desconfianzas que contribuyen a explicar la amplia desafección y las críticas sociales hacia los partidos políticos y los espacios institucionales político-partidistas aun cuando estos estén gobernados por fuerzas «progresistas». En gran medida, las políticas de participación han continuado siendo una expresión más de un sistema marcadamente partitocrático, del que el caso español es paradigmático, donde los partidos —en particular, sus órganos dirigentes— han ostentado un dominio casi absoluto del ámbito político institucional. 

			De hecho, la mayor parte de iniciativas participativas se impulsaron en Andalucía desde delegaciones o áreas de participación ciudadana, esto es, desde áreas de escasa relevancia política y presupuestaria e impacto periférico, no transversal, en el conjunto de la política local. Las políticas de participación ganaron terreno discursivo, pero, a pesar de la proliferación de algunas «buenas prácticas», su desarrollo fue limitado y ajeno a los «grandes temas» de las agendas políticas urbanas. Se dividieron entre dos grandes polos: uno, más institucionalista; otro, de mayor radicalidad formal, pretendidamente dirigido a facilitar la acción autónoma de la ciudadanía. El primero tuvo mayor eco institucional; el segundo, mayor extensión entre las minorías partidistas más críticas. Ambos contribuyeron a revisar unos mecanismos preexistentes con síntomas de agotamiento, muy formalizados e institucionalizados al tiempo que de escaso impacto ciudadano y con connotaciones de clientelismo político. Pero, en conjunto, a pesar de sus acabadas presentaciones metodológicas, en ocasiones de fuerte cariz tecnocrático, y a pesar de su barniz académico y de las valoraciones autocomplacientes de sus impulsores, alcanzaron magros resultados con relación a los objetivos que decían perseguir. 

			Los más institucionalistas propusieron modelos ideados desde el ámbito de las instancias gobernantes, dirigidos a racionalizar una suerte de recetas pragmáticas para gestores políticos poco atentas a la acción ciudadana y sus expresiones autónomas. Sus propuestas, que otorgaban centralidad en los mecanismos participativos a las autoridades, venían a certificar la crisis de los modelos de participación que estas mismas autoridades habían impulsado con el concurso de los sectores asociativos y de asesores más institucionalizados y dependientes. Y, en buena medida, la superación de esta crisis confiaba lo fundamental de la rectificación a la voluntad política de unas autoridades y gestores a quienes, no queda claro por qué motivos, se suponía receptivos a los modelos «más democráticos» y «más participativos» ahora propuestos.

			El segundo enfoque centró sus discursos en Andalucía en la promoción de los presupuestos participativos, entendidos como la respuesta más idónea, casi exclusiva, a los intereses y necesidades de la ciudadanía. Pero, por un lado, la relación entre presupuestos participativos e «intereses» y «necesidades» ciudadanos no es fácil de respaldar a la luz de los datos, pues los procesos que realmente existieron ni obedecieron a demandas relevantes de la ciudadanía ni alcanzaron logros de importancia relacionados con las necesidades apuntadas. Cabe también cuestionar las referencias descontextualizadas, sin atender a sus concreciones, sobre la «autonomía ciudadana» de determinadas acciones impulsadas y gestionadas por dirigentes y fuerzas partidistas desde los Gobiernos locales. Y deben ser impugnados los razonamientos que relacionaron estos procesos con el «empoderamiento ciudadano» o la generación de «capital social transformador». 

			Las concreciones de ambos enfoques en Andalucía fueron impulsadas por autoridades y dirigentes auxiliados por consultores y técnicos políticamente próximos y, durante su desarrollo, estuvieron, a pesar de algunas expresiones teatralizadas, más que tuteladas por las organizaciones partidistas a las que pertenecían aquellas autoridades y dirigentes, quedando al margen, cuando no posicionadas en contra, otras sensibilidades y organizaciones políticas. Y registrando muy poco seguimiento entre las organizaciones sociales más relevantes y entre la generalidad de la ciudadanía. La supresión de estas iniciativas por parte del Partido Popular, tras hacerse en 2011 con los Gobiernos locales que las habían impulsado, no suscitó, significativamente, resistencias ciudadanas apreciables. Si el primer enfoque fue dominante en la acción de autoridades y dirigentes del PSOE de Andalucía, el segundo tuvo su reflejo en un sector de Izquierda Unida. Otras expresiones, impulsadas por concejalías gobernadas por PSA, PA o PP, alcanzaron menor relevancia. Pero ambos enfoques, aun desde distintas sensibilidades de izquierda, no se correspondieron necesariamente con una u otra fuerza política sino, más bien, con trayectorias y compromisos de sus artífices directos y, algo muy relevante, con la posición de mayoría o minoría dentro del Gobierno local en el que se encuadraban estos artífices. Y siempre, es pertinente insistir en ello, en un contexto general de poca receptividad a estas propuestas novedosas entre las formaciones políticas mayoritarias.

			Las propuestas participativas no encajaron en las prácticas dominantes del municipalismo andaluz. Los principales planes y proyectos, en los que se tomaron las decisiones «importantes», donde confluyeron la mayor parte de los recursos políticos, técnicos y financieros, no contaron, en el mejor de los casos, sino con espacios participativos «débiles», informativos o consultivos. Por el contrario, las nuevas iniciativas participativas tuvieron apoyos muy limitados y trataron sobre cuestiones de segundo orden. 

			Un elemento que ganó terreno en uno y otro bloque fue la apuesta por cauces de participación «a título individual» frente a la interlocución con asociaciones, tal y como venía siendo dominante desde la década de los ochenta. Argüida en aras de una supuesta «universalidad» de la participación, esgrimió de manera simplista la esclerosis de una parte del movimiento vecinal para excluir a la generalidad del tejido asociativo. Tal formulación, sostenida por autoridades y consultores de muy distinto signo político-partidista, puede facilitar objetivamente la labor de los dirigentes políticos en tanto suprime la interlocución con sectores organizados que pudieran resultar «incómodos» por críticos y reivindicativos. Además, así ha podido observarse, no impiden que miembros de los partidos políticos, de las estructuras municipales o de grupos próximos a sus responsables políticos incidan de manera organizada, en ocasiones actuando de manera coordinada con estos responsables políticos.

			Por lo demás, algunas de estas propuestas fueron presentadas como las herramientas más idóneas para fomentar la participación o, en su caso, para construir la democracia participativa, incluso con pretensiones de validez exclusiva y universal. Tales pretensiones desatendieron de manera radical la complejidad y diversidad de contextos locales no ya en el ámbito global, europeo o estatal, o entre distintos pueblos y ciudades de Andalucía, sino incluso entre distintos barrios y distritos de una misma ciudad. 

			En los dos últimos años vienen proliferando en Andalucía movilizaciones y redes de activistas sociales autogestionadas, con seguimientos puntualmente masivos, de respuesta civil a las consecuencias de la crisis inducida por la especulación financiera y a la degeneración del sistema político representativo, muy celosas de su independencia de instituciones y partidos políticos. En sus reivindicaciones y propuestas apuntan a temas nucleares y sistémicos, locales y globales, con un protagonismo incontestable de las generaciones jóvenes y una orientación sin precedentes de las redes sociales y las nuevas tecnologías al servicio de la acción social. La participación es amplia, así como la sintonía entre importantes sectores de la ciudadanía, en ocasiones desbordando la instalada dualidad entre «derecha e izquierda» y provocando la toma de postura de sólidas organizaciones políticas y sociales. En estos movimientos y redes, en sus núcleos más activos, hay quienes no parecen pretender tomar el poder político institucional o tan siquiera acceder a controlar parcelas del mismo. Parecen haber optado, desde la diversidad, por un esquema distinto: que la ciudadanía se movilice fuera de las instituciones y estructuras políticas existentes para incidir sobre quienes ejercen un poder político del que cuestionan la legitimidad de su representación, demandando mayor participación y control de la ciudadanía en la toma de decisiones y profundización de las libertades y los derechos sociales. Constituyen ejemplos de participación política ciudadana que tienen muy poco que ver con las bases teórico-ideológicas y con las prácticas de los procesos participativos institucionales comentados. Porque estos se desarrollaron entre una doble impotencia: ni acababan de insertarse convenientemente en las estructuras institucionalizadas por el poder local ni, dado su carácter precisamente institucional, limitado —a temas no centrales— y marcadamente partidista, suscitaron interés relevante entre la ciudadanía. 

			La experiencia invita a reflexionar sobre las magras potencialidades de las instituciones formalmente democráticas, por sí mismas, confiadas al estrecho marco del sistema de partidos y al margen de la acción social y ciudadana, para una regeneración política fundamentada en la democracia participativa. Más aún en el actual contexto político.
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			NOTAS

				
					22 Nos referimos a las políticas locales de participación ciudadana en cuanto ámbito institucional impulsado por autoridades, técnicos locales y otros especialistas. Acciones, instrumentos y sistemas de los Gobiernos locales para su interlocución con sectores de la ciudadanía en algunas políticas públicas. No nos referimos pues —de manera nuclear, al menos— a la participación en un sentido amplio que incluyera la acción sociopolítica de la ciudadanía y sus organizaciones y grupos sino a las normas, estructuras y procesos impulsados por ayuntamientos u otras administraciones en los que la ciudadanía puede tomar parte. 

				

				
					23 José Manuel Rodríguez Álvarez, en su presentación a la Fundación Pi i Sunyer del Informe Stoker, llegaría a afirmar en 2002, no sin cierta desmesura, que «el tema de la participación ciudadana constituye en la actualidad el objeto de uno de los debates centrales en el ámbito del gobierno local». Como señaló el propio Rodríguez Álvarez, este Informe, así como la consecuente Recomendación del Comité de Ministros a los Estados Miembros, obedecía a una preocupación institucional: la reducción de la participación electoral y su lectura en clave de desafección política. 

				

				
					24 Pindado (2008) ironiza sobre tres extendidos «modelos extremos de participación». El primero —«Despotismo ¿“ilustrado”?»— con políticos que entienden la cosa pública como «asunto suyo»; técnicos que «lo saben todo» y consideran que «la ciudadanía es un mal necesario», y asociaciones menos relacionadas con la ciudadanía que con los ayuntamientos de los que obtienen subvenciones. En un segundo modelo, «normativista», los políticos acatan la participación en estricto cumplimiento de la norma, con reglamentos tan formales como inútiles; algunos técnicos son «cordiales y amables animadores de grupo» frente a la incomprensión de una mayoría muy legalista, y las asociaciones son «apéndices municipales». En el tercer modelo, de «ciudadano-cliente», los políticos se comportan como gestores («politécnicos») obsesionados por tener satisfechos a sus ciudadanos-clientes y por mantener buenas relaciones con el asociacionismo; los técnicos desarrollan labores de «relaciones públicas», y las asociaciones, dependientes del ayuntamiento, incluso prestan servicios. 

				

				
					25 Valga como ejemplo citar el seminario «Del “aquí no”, al “aquí sí”», organizado por el Centro de Estudios Andaluces en 2008. «Cómo gobernar en una sociedad cada vez más compleja y conformada por ciudadanos más exigentes donde la participación ciudadana juega un papel crucial», rezaba en el encabezamiento de esta convocatoria. En su presentación pública se afirmaba: «¿Dónde colocamos las antenas de telefonía móvil? ¿Dónde ubicamos las prisiones si nadie las quiere cerca? ¿Cómo gestionamos el conflicto del agua? Estas son preguntas relacionadas directamente con la vida de los ciudadanos y al mismo tiempo con las acciones de gobierno. […] Los ponentes abordarán problemas concretos en los que los ciudadanos lanzan un mensaje de disconformidad a los gobernantes y estos deben responder con una nueva forma de hacer política que no evite el conflicto, sino que lo gestione de la mejor manera posible, valorando el diálogo y la participación ciudadana» («Del “aquí no” al “aquí sí”. Cómo compaginar las exigencias de los ciudadanos con las acciones de Gobierno». Sevilla, Centro de Estudios Andaluces, 26 de noviembre de 2008. Los ponentes fueron Jordi Grané y Quim Brugué, profesores de Ciencias Políticas de la Universidad Autónoma de Barcelona).

				

				
					26 Federación Andaluza de Municipios y Provincias, «Participando, creando e innovando. Un enfoque local», Sevilla, Siglo XXI/Diputación de Sevilla, 2005. 

				

				
					27 En este sentido, debe ser reseñada la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, editada por primera vez en Quito, en 2004, en el marco del Foro Social de las Américas y, posteriormente, refrendada en el Foro Mundial Urbano (Barcelona, 2004) y en el Foro Social Mundial de Porto Alegre en enero de 2005. 

				

				
					28 Planes estratégicos urbanos, agendas 21 locales, planes comunitarios, proyectos educativos, pactos locales por el empleo, redes de cooperación al desarrollo o de apoyo a personas inmigradas… Los ayuntamientos de Sevilla y Córdoba fueron dos ejemplos destacables.

				

				
					29 Ayuntamiento de Sevilla, entre 2003 y 2011, o de Algeciras, entre 2007 y 2011.

				

				
					30 Delegaciones de participación ciudadana de los ayuntamientos de Sevilla y Algeciras u Oficina de Presupuestos Participativos de la Diputación de Málaga, tres espacios dirigidos por Izquierda Unida como socio minoritario en Gobiernos de coalición con el PSOE.

				

				
					31 Santos, Boaventura de Sousa, «Segunda carta a las izquierdas», ATTAC-España, 26/12/2011. 
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			EL CUESTIONAMIENTO DEL BINOMIO DEMOCRACIA-MERCADO POR LOS MOVIMIENTOS SOCIALES (ESPAÑA 1976-2013)32


			MARÍA ANTONIA RIBÓN SEISDEDOS

			Universidad de Cádiz

			«Dejadme que emita y controle la moneda de una nación y no me importará quién haga las leyes» 

			MAYER AMSCHEL ROTHSCHILD, 1791

			Este trabajo parte de la demanda de regeneración democrática experimentada en España desde el inicio de la crisis de 2008. Dicha demanda censura la influencia de los poderes económicos en las decisiones que toman los representantes políticos y, por ende, el papel desempeñado por los partidos. La crítica bien pudiera resumirse en las siguientes palabras: «El proceso industrial culmina ahora en los grandes monopolios. Son los políticos lacayos de los banqueros. Gobiernan el mundo los millonarios. No hay arte, ni ciencia, ni filosofía, ni ética para el capitalismo triunfante. No hay más que mercados». Estas palabras que parecen tan actuales fueron escritas en España, pero no ahora ni en el contexto del 15M, sino exactamente en 1889 por el escritor y activista libertario gallego, Ricardo Mella. 

			Hablar del poder del dinero es tan antiguo como su fabricación, pero la concreción en las ideas y el vocabulario de la cita de Mella ilustra de manera nítida la vigencia de discursos y marcos referenciales. Los discursos y marcos no surgen de la nada. No aparecen repentinamente porque se den unos hechos precisos. Si acaso, se reformulan, reactivan y difunden gracias a la concurrencia de determinadas circunstancias, pero siempre enlazan con unas ideas y experiencias previas. Visto así, el rastreo de ciertas premisas puede llevar a tiempos pretéritos. Mas las críticas a esta democracia tienen un punto de referencia muy concreto: la transición que puso fin a cuarenta años de dictadura. No en vano lo que se pretende es la apertura de un período constituyente que cierre aquel iniciado a la muerte de Franco. La pretensión no es unánime y nada indica que vaya a ser satisfecha, al menos a corto plazo. 

			La pervivencia de los discursos requiere unos agentes que los sostengan, actualicen y difundan. Esos agentes son —desde su aparición y de manera privilegiada, aunque no única— los movimientos sociales. Durante la transición, el movimiento vecinal, el estudiantil y el obrero se muestran especialmente combativos contra el régimen, pero es este último el que despliega un discurso más sólido y organizado. En la narrativa sindical confluyen dos reivindicaciones: por un lado, el fin de la dictadura y, por otro, la sustitución de una economía capitalista por otra socialista. El sindicalismo no es el único que enlaza la necesidad de cambios en la esfera política y en la económica. La parte del feminismo más politizada, que en aquel momento es mayoría, entiende que la emancipación de la mujer solo tiene lugar en un régimen en el que hombres y mujeres sean libres y donde el ámbito productivo, competitivo y masculinizado propio del capitalismo industrial no rija la vida social. El pacifismo imbricado en la defensa de los derechos humanos y la no violencia, de manera indirecta y sin confrontación, también hace una labor de vigilancia de los ámbitos más represivos del régimen al tiempo que denuncia los lados más oscuros del capitalismo. Dentro del movimiento ecologista, el autodenominado ecologismo social denuncia el control ejercido por los poderes económicos, la minusvaloración por parte de estos de la vida y la salud de las personas, la utilización partidista y poco honesta de los postulados ecologistas y la marginación de la ciudadanía en los procesos de toma de decisiones importantes. Tras el intento de golpe de Estado de 1981, el discurso hegemónico sobre la democracia se conforma con el ensalzamiento del régimen vigente sin dar lugar a la consolidación de demandas encaminadas a su profundización. Pero, a partir de la crisis de 2008, toma fuerza un movimiento por la regeneración democrática y contra el poder de los mercados que tiene al 15M como referencia; Democracia Real Ya, como germen; No les votes, Estado de malestar, Juventud Sin Futuro o la Plataforma Antidesahucio, como organizaciones especialmente significativas, y las mareas blanca, verde y naranja, como acompañantes. En él, además, confluyen reivindicaciones feministas, pacifistas, ecologistas y obreras. 

			El objetivo de este estudio es rastrear el discurso sobre democracia y capitalismo que acompaña a la primera transición a la democracia y confrontarlo con el de este nuevo intento de reconstitución, revelando e interpretando las similitudes y disimilitudes teniendo en cuenta el contexto y sus protagonistas. Para ello, se ha analizado, por un lado, la narrativa sobre democracia y capitalismo plasmada en las publicaciones de los principales movimientos presentes en España desde los años setenta —el sindicalismo, el ecologismo, el feminismo y el pacifismo— y, por otro, la de los principales mensajes y eslóganes del movimiento regeneracionista. 

			
1. EL BINOMIO DEMOCRACIA-MERCADO 


			A la muerte de Franco, la idea imperante es que la única alternativa es una transición a una democracia capitalista de mercado. Democracia y mercado forman, en palabras de Pérez Serrano, un binomio.33 Se trata de un binomio con una fuerte carga positiva detrás del cual se encuentra la idea de que la libertad, la justicia y el progreso social están inexorablemente unidos al desarrollo de un mercado que se regula a sí mismo, con capacidad para conformar marcos de organización y desarrollo de la sociedad.34 En este binomio se sobrentiende que el mercado actúa en una economía capitalista. Aunque mercado y capitalismo son conceptos distintos, en ningún momento se plantea la posibilidad de un mercado libre no capitalista ya que no llegan a cuestionarse rasgos básicos del capitalismo como su sistema monetario basado en el interés o las relaciones que establece entre asalariados y dueños de los medios de producción. Sin embargo, aunque no se plantee, una economía de mercado no capitalista es tanto una realidad previa al propio capitalismo como un hecho factible desde el pensamiento de Marx o el anarquismo individualista.35
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